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Santa Marta, dos (2) de junio de dos mil veintidós (2022). 

 

PROCESO ACCIÓN DE TUTELA 

RADICACÍON 47001316000320220018900 

ACCIONANTE GLORIA PIEDAD SUAREZ HORTUA 

ACCIONADO ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES - 
COLPENSIONES 

 
Decide el despacho la acción de tutela presentada por la señora GLORIA PIEDAD 
SUAREZ HORTUA, contra ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES - 
COLPENSIONES por la por la presunta transgresión de los derechos 
fundamentales de petición y mínimo vital. 
 

I. ANTECEDENTES 
 
Desde el libelo genitor, el accionante narró los siguientes hechos relevantes: 
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II. PRETENSIONES 
 

Se transcriben textualmente del escrito de tutela: 

 
 

III. PRUEBAS 
 

El actor anexó en copia simple los siguientes documentos: 
 

 
 
 
 

 
ACTUACIÓN E INFORMES 
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Con ocasión de la acción impetrada el despacho procede a su admisión mediante 
auto de fecha 19 de mayo de 2022, notificado mediante oficio circular número 334 
de la misma fecha.   
 
Es así que se recibe mediante correo electrónico informe rendido por la doctora 
MALKY KATRINA FERRO AHCAR. en calidad de la Directora de Acciones 
Constitucionales de la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES - 
COLPENSIONES, informe en el que manifiesta. 
 
“(…) 
 

 
 

IV. CONSIDERACIONES. 

Dispone el artículo 86 superior que “Toda persona podrá reclamar ante los jueces, 
en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por sí 
misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos 
constitucionales fundamentales, cuando quiera que estos resulten vulnerados o 
amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública”.  
 
Esta acción pública, tiene como finalidad obtener del operador de justicia una 
protección consistente en una orden perentoria para aquel respecto de quien se 
alega la conculcación iusfundamental actúe o se abstenga de ejecutar la conducta 
violatoria. 
 
De conformidad con lo establecido en el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991 (Por 
el cual se reglamenta la acción de tutela) todos los jueces de la República son 
competentes para conocer de este mecanismo, empero, en esa oportunidad se 
estableció la regla de competencia territorial, de modo que son competentes a 
prevención los jueces o tribunales con jurisdicción en el lugar donde ocurriere la 
violación o amenaza que motivan la solicitud de amparo. 
  
Recientemente, el gobierno nacional, por medio del Decreto 1983 de 2017 
modificó el artículo 2.2.3.2.1 del Decreto 1069 de 2015 (Único Reglamentario del 
Sector Justicia y el Derecho), por tanto, según el artículo 1° del primer decreto 
aludido se estableció la siguiente regla de reparto:  
 

“…2. Las acciones de tutela que se interpongan contra cualquier 
autoridad, organismo o entidad pública del orden nacional serán 
repartidas, para su conocimiento en primera instancia, a los 
Jueces del Circuito o con igual categoría.” 

 
La jurisprudencia constitucional ha sido pacífica al concluir que existen unos 
requisitos de procedencia o estudio de fondo de esta acción constitucional, tales 
son: 1) Que el asunto sea de relevancia constitucional. 2) La legitimación en la 
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causa. 3) Que sea ejercida en tiempo oportuno (inmediatez). 4) Que se utilice 
como mecanismo subsidiario ante la existencia de otros recursos o medios de 
defensa judiciales, a menos que se utilice para prevenir un perjuicio irremediable. 
 
En el presente caso es de relevancia constitucional porque se invoca el derecho 
fundamental de petición y mínimo vital. 
 
La actora está legitimada para actuar en este escenario procesal, pues es la 
afectada directamente con los derechos incoados y la accionada es la presunta 
infractora de los mismos, por ser la entidad competente para resolver los 
requerimientos de la peticionada.  
 
También se cumple el requisito de inmediatez, porque de los hechos esbozados en 
el libelo de tutela se infiere que la presunta vulneración persiste. 
 
Frente al presupuesto de subsidiariedad, deviene que se cumple, pues este 
mecanismo expedito es el idóneo para buscar la protección de los derechos 
fundamentales incoados por la actora toda vez que no existe otro recurso judicial 
para ello. 

JURISPRUDENCIA APLICABLE: 

 
Sentencia T-038 de 2019: 

 3.1. La Corte Constitucional, en reiterada jurisprudencia, ha indicado que la 

carencia actual de objeto se configura cuando frente a las pretensiones esbozadas 

en la acción de tutela, cualquier orden emitida por el juez no tendría algún efecto o 

simplemente “caería en el vacío”[11]. Específicamente, esta figura se materializa a 

través en las siguientes circunstancias[12]: 

3.1.1. Daño consumado. Es aquel que se presenta cuando se ejecuta el daño o la 

afectación que se pretendía evitar con la acción de tutela, de tal manera que, el 

juez no puede dar una orden al respecto con el fin de hacer que cese la 

vulneración o impedir que se materialice el peligro[13]. Así, al existir la 

imposibilidad de evitar la vulneración o peligro, lo único procedente es el 

resarcimiento del daño causado por la violación de derecho. No obstante, la Corte 

ha indicado que, por regla general, la acción constitucional es improcedente 

cuando se ha consumado la vulneración[14] pues, esta acción fue concebida 

como preventiva mas no indemnizatoria. 

3.1.2. Hecho superado. Este escenario se presenta cuando entre el momento de 

interposición de la acción de tutela y el fallo, se evidencia que como consecuencia 

del obrar de la accionada, se superó o cesó la vulneración de derechos 

fundamentales alegada por el accionante[15]. Dicha superación se configura 

cuando se realizó la conducta pedida (acción u abstención) y, por tanto, terminó la 

afectación, resultando inocua cualquier intervención del juez constitucional en aras 

de proteger derecho fundamental alguno, pues ya la accionada los ha 

garantizado[16]. 

3.1.3. Acaecimiento de una situación sobreviniente[17]. Se presenta en aquellos 

casos en que tiene lugar una situación sobreviviente, que a diferencia del 

escenario anterior, no debe tener origen en una actuación de la accionada, y que 
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hace que ya la protección solicitada no sea necesaria, ya sea porque el accionante 

asumió la carga que no le correspondía, o porque la nueva situación hizo 

innecesario conceder el derecho”. (subrayado fuera de texto) 

 

CASO CONCRETO 

En el caso sometido a estudio de esta judicatura, se tiene que la señora GLORIA 

PIEDAD SUAREZ HORTUA interpuso la presente acción a fin de que le sean 

protegidos los derechos fundamentales de petición y mínimo vital toda vez que 

interpuso los recursos de reposición y en subsidio apelación ante 

COLPENSIONES por no estar conforme con la resolución No. 334303 del 15 de 

diciembre de 2021 emanada de dicha entidad, recurso presentado el 27 de enero 

de la presente anualidad el cual no ha sido resuelto por la entidad accionada, e 

igualmente petición de 15 de febrero de 2022 mediante la cual solicita 

desistimiento de la indemnización sustitutiva reconocida a través dicho acto 

administrativo;  pese a que ya han transcurrido más de 60 días desde su 

presentación sin que a la fecha de presentación de la acción que nos ocupa haya 

recibido respuesta alguna. 

Ahora bien, en el trámite de esta acción de tutela, se verifica que la accionada 

mediante RESOLUCIÓN SUB93141 DEL 31 MAR DEL 2022 resolvió de fondo en 

forma concreta y congruente las peticiones elevadas por la parte accionante. 

Acreditando además la notificación de dicho acto administrativo a la parte 

interesada: 

 

 Las circunstancias descritas permiten colegir que se está en presencia de un 

hecho superado, dado que desaparecieron las circunstancias de hecho que 

vulneraban los derechos fundamentales de la accionante; razón por la cual, tal 

como lo ha expresado en múltiples ocasiones la Honorable Corte Constitucional, el 

juez de tutela queda imposibilitado para emitir orden alguna acerca de la 

protección del derecho fundamental invocado. 




